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			La verdad es la verdad, dígala Agamenón o su porquero.

			Antonio Machado, Juan de Mairena

			


			


			Y conoceréis la verdad, y la verdad os hará libres.

			Juan 8:31

		

	
		

		
			Prólogo


			Vivimos una época en la que la verdad de los hechos cede con demasiada frecuencia ante los intereses espurios. Decisiones de enorme calado público terminan justificándose sobre construcciones históricas o políticas que no resisten el contraste con la documentación original. El libro de Pedro Chacón y Carlos Olazabal posee, por ello, un valor que supera ampliamente el caso concreto que analiza. No es sólo una investigación sobre unos inmuebles situados en Francia. Es, sobre todo, una reivindicación del rigor documental y del sometimiento de los poderes públicos al Derecho y al interés general.

			Los autores han realizado un trabajo extraordinario. Desde que se conoció la concesión del palacete de París al Partido Nacionalista Vasco por parte del Gobierno de España en diciembre de 2024, han localizado, contrastado y analizado centenares de documentos, muchos de ellos inéditos, reconstruyendo con precisión el itinerario jurídico y patrimonial de los inmuebles cuya titularidad ha venido reclamando el PNV durante décadas. Concluyen que estos bienes nunca le pertenecieron. Muy al contrario, fueron adquiridos, financiados y administrados por el Gobierno Vasco como institución pública y, en consecuencia, pasaron a integrarse en el patrimonio del Estado español.

			La importancia de esta conclusión no es únicamente historiográfica. Constituye el presupuesto sobre el que descansa toda la controversia jurídica posterior. Si la premisa de la titularidad de los bienes es falsa, también carece de legitimidad la decisión política que terminó atribuyendo al PNV el palacete de la Avenue Marceau —sede del Instituto Cervantes en París y uno de los símbolos de la presencia cultural española en Francia— junto con una compensación económica cercana a los cuatro millones de euros.

			Lo más inquietante es que el Gobierno de España adoptó esa decisión con pleno conocimiento. El expediente administrativo pone de manifiesto que los órganos competentes concluyeron reiteradamente que no existían elementos suficientes para reconocer el derecho de propiedad pretendido por el partido nacionalista. Y pese a ello, el Gobierno decidió recurrir a un Real Decreto-ley para entregar al partido de «las leyes viejas» el inmueble y el dinero. Resulta difícil encontrar un ejemplo más elocuente de cómo un instrumento normativo excepcional puede utilizarse para alcanzar el objetivo que el procedimiento administrativo había impedido obtener.

			Aún más hiriente fue la opacidad con la que se actuó. La documentación utilizada para justificar una decisión de semejante trascendencia permaneció oculta hasta que la asociación Impulso Ciudadano, tras una prolongada batalla jurídica en defensa del derecho de acceso a la información pública, consiguió que el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno ordenara la entrega de los expedientes administrativos. Sin aquella perseverancia cívica, los ciudadanos nunca habrían podido conocer los antecedentes reales de una operación que afectaba al patrimonio de todos.

			La tenacidad de una pequeña asociación y el rigor de unos investigadores independientes han permitido aflorar la verdad histórica y poner al descubierto una actuación política que difícilmente puede conciliarse con los principios que deben presidir un Estado de derecho. Este caso desborda con mucho el debate sobre la titularidad de unos inmuebles. Revela hasta qué punto el patrimonio público puede convertirse en moneda de cambio de una negociación política cuando desaparecen los contrapesos institucionales y se anteponen intereses partidistas al bien común. 

			Cuando los bienes de las Administraciones dejan de aplicarse al uso general o al servicio público y se emplean para favorecer a una formación política se lesionan principios esenciales sobre los que descansa nuestro sistema constitucional: la objetividad de la Administración, la igualdad entre las fuerzas políticas, la interdicción de la arbitrariedad y el pluralismo político. Desde esa perspectiva, estamos ante un caso que cabe calificar como de corrupción institucional o política.

			

			Los lectores encontrarán en las páginas que siguen una investigación rigurosa, cuidadosamente documentada y construida sobre fuentes originales. Pero encontrarán también una reflexión de extraordinaria actualidad sobre los riesgos que aparecen cuando el poder político decide anteponer la conveniencia coyuntural a la realidad documental. 

			Si esta obra contribuye a que las futuras decisiones públicas estén más sometidas a la transparencia, al control ciudadano y al respeto escrupuloso de la legalidad, habrá cumplido su función. Habrá servido, en definitiva, para recordar que la honestidad institucional y el Estado de derecho constituyen valores esenciales de una democracia y la mejor garantía para la defensa de los intereses colectivos.

			José Domingo

			Presidente de la Fundación Impulso y Cooperación

		

	
		
			

			Introducción

			Desmontando el mito
del palacete de París

			De entre los muchos elementos que entran en juego en la investigación que emprendemos sobre la propiedad del palacete de la avenida Marceau, nº 11 de París, que el Gobierno de Pedro Sánchez otorgó graciosamente al Partido Nacionalista Vasco (PNV) «por su vinculación histórica» con dicho edificio, como reza en el Real Decreto-ley 9/2024 de 23 de diciembre, destacaríamos los que ahora vienen a continuación, para poner al lector sobre aviso de la complejidad a la que nos enfrentamos en esta materia. Conste que el palacete es la estrella de esta historia, pero no nos olvidamos de los dos edificios para refugiados en Francia, que también reivindicó el PNV como suyos y por los que debía recibir una indemnización, según dice el propio decreto-ley,1 cuya orden de pago veremos más adelante cómo se satisfizo.

			Dos son las partes intervinientes en este asunto. Por un lado, el Gobierno de España que ha entregado a un particular, es decir, a un partido político, presuntamente sin títulos necesarios ni suficientes para ello, un edificio propiedad del Estado español y valorado en más de 15 millones de euros, junto con la compensación económica (por un importe total de 3.788.004,85 euros) por otros dos edificios para refugiados de la Guerra Civil, los tres situados en Francia. Por el otro lado, un partido político, en este caso el PNV, que aun siendo, como partido, una entidad esencial para el funcionamiento político de una sociedad democrática, no deja de ser una entidad privada, no pública.

			

			Ambas instancias deberían compartir la responsabilidad por lo que se presume que ha ocurrido. El primero porque se ha movido única y exclusivamente por su interés político, otorgando de manera espuria una propiedad del Estado a cambio de obtener un beneficio del otro interviniente, un partido político, que a su vez se ha dejado favorecer obteniendo una propiedad que no era suya, por mucha vinculación histórica que tenga con la misma. El Gobierno de España ha ofrecido de manera injustificada (ya veremos en qué consiste lo que presentaron como Informe justificatorio de la concesión) dicho bien público a una entidad privada, de modo que con esa cesión ha obtenido una ventaja política. El PNV, además de aceptar el bien recibido, ha demostrado una codicia desmedida por querer hacerse con un bien que no le perteneció nunca y para lo que construyó en el tiempo toda una teoría pretendidamente histórica con la que justificar un título de propiedad inexistente.

			Llegados a este punto, lo que hemos pensado ha sido prescindir de calificar o ponderar el montante del grado de responsabilidad de cada uno de los dos protagonistas del caso que nos ocupa y centrarnos, como historiadores, en detallar la historia de cómo se construyó la ficción de propiedad del palacete de París por parte del PNV, una vez que el Gobierno Vasco, al que dicho partido pertenecía (en grado mayor que otros partidos, es cierto, pero no como integrante exclusivo del mismo), se vio despojado definitivamente de ese bien en 1951. En el caso de que hubiera sido un gobierno monocolor, formado por un solo partido, en este caso el PNV, la propiedad tampoco le hubiera correspondido a dicho partido. Es más, quizás si hubiera sido un gobierno monocolor formado solo por el PNV se hubiera visto de modo más evidente lo diferente que resulta darle un bien a un partido político en lugar de a la institución pública de que formaba parte. Desmontar los pretendidos derechos del PNV para haberse quedado con el palacete y con los dos edificios de refugiados es lo que justamente constituirá el objeto de este libro, obviamente para ofrecer, al mismo tiempo, la verdadera historia de lo que ocurrió.

			La primera de las premisas a tener en cuenta para entender cabalmente la investigación que ahora emprendemos, y que nos sirve para empezar a introducirnos en los diferentes aspectos que entran en juego, consiste en lo que cabe denominar un falso silogismo, incluso por partida doble, como veremos, utilizado profusamente por el PNV a la hora de reclamar la propiedad del palacete y que parte de decir que fueron agentes franquistas, con la ayuda de la Gestapo, en junio de 1940, quienes, tras la ocupación de París por el ejército de la Wehrmacht, se hicieron injustamente con el palacete y los otros dos edificios.

			Por un lado, consistiría en decir que como el nazismo y el franquismo fueron regímenes usurpadores y amorales, y como ambos ocuparon el palacete apoyándose mutuamente, entonces la atribución de la propiedad al Estado español sería también una usurpación amoral e injustificada. Pero aquí estamos mezclando la cualidad de unos regímenes políticos y la forma en que dichos regímenes se hicieron con el poder, uno en Alemania y otro en España, este último tras una cruenta Guerra Civil, con la propiedad efectiva del palacete. Que el régimen franquista fuera perverso y que sus agentes se vieran ayudados entonces por la ignominiosa Gestapo no quita ni añade ninguna legitimidad a la propiedad sobre el palacete a favor del PNV. El palacete había sido del Gobierno de Euzkadi [escrito así entonces y así lo escribiremos aquí], que fue una institución que formaba parte del Estado español en su momento, del Estado de la Segunda República y, por tanto, pertenecía a España.

			Pero además es un falso silogismo porque la atribución del palacete al Estado franquista en la Sentencia del Tribunal del Sena de 1943 fue como consecuencia de la aplicación de los acuerdos Bérard-Jordana, firmados entre el Estado franquista y el gobierno de la Tercera República francesa el 25 de febrero de 1939 —dos días antes incluso del reconocimiento por Francia del Estado franquista—, donde el protagonismo lo tuvieron, por un lado el ministro franquista Jordana y, por el otro, el ministro francés que firmó el acuerdo con el Estado español, que era Leon Bérard, de la derecha moderada y liberal francesa. Y formaba parte de un gabinete presidido por Edouard Daladier, del Partido Radical, que en Francia era de orientación de centro o centro izquierda laica. Por lo tanto, la identificación de la pérdida del palacete solo con el régimen nazi, como hace el PNV, no responde cabalmente a la realidad de lo que ocurrió.

			La segunda de las premisas con la que partimos es el origen del mito de que el dinero para comprar el palacete procedía de vascos nacionalistas de América, única manera, al parecer, que encontró el nacionalismo vasco para esquivar el hecho de que la financiación de la compra se hiciera desde el entramado de cuentas y testaferros establecido por el Gobierno de Euzkadi en Europa, una vez perdida la guerra en el País Vasco a partir del verano de 1937. El mito se fraguó desde el momento en que, una vez recuperado el palacete tras la liberación de París, el 21 de agosto de 1944, sus primeros ocupantes, concretamente Agustín Alberro, responsable de finanzas de la Delegación de París del Gobierno Vasco, se encontró una copia de la sentencia del Tribunal Civil del Sena de 1943 donde se atribuían las propiedades de la sociedad Finances et Entreprises (que incluían el palacete y los dos edificios para refugiados de Compans y Noyon) al Estado español. A partir de ahí se diseñó una impugnación a dicha sentencia que se concretó en un «recurso de tercería»,2 donde se plantearon los hechos por parte de la defensa del Gobierno de Euzkadi que incluían lo de la aportación de los vascos de América como origen del dinero con el que se compró el palacete.

			El mito se sostuvo después por prácticamente todos los autores afectos al nacionalismo, como veremos, y llega hasta el Informe del secretario de Estado de Memoria Democrática, que le sirvió al Gobierno de Sánchez para justificar la entrega del palacete, donde, basándose en la autoridad del profesor de la Universidad del País Vasco, Oscar Álvarez Gila, se sigue manteniendo semejante ficción. Pero lo más paradójico de todo, en relación con lo que se dirime aquí, es que en ese primer documento donde se inicia el mito del origen del dinero en los vascos de América, el único protagonista de toda aquella primera actuación tendente a recuperar el palacete de París es el Gobierno de Euzkadi, no el PNV. Esto lo veremos en un próximo epígrafe cuando expliquemos el contenido de esta primera reclamación judicial del palacete.

			La tercera premisa a tener en cuenta en esta especie de preámbulo de lo que vendrá después es que el PNV contó desde el principio y en exclusiva con toda la documentación generada por aquel Gobierno de Euzkadi de José Antonio Aguirre: lo que hoy es el Archivo Histórico del Gobierno Vasco, que en adelante también denominaremos por sus siglas, AHGV. Ese conjunto documental obró en poder de los nacionalistas desde el momento en que el Gobierno Vasco recuperó el palacete en 1944, cuando «como medida de precaución, los archivos vascos son trasladados a lugar seguro».3 Y así estuvo hasta el año 2009, cuando, en vísperas de las elecciones autonómicas del 1 de marzo, y ante la eventualidad, bastante factible según todas las encuestas, de que el PNV fuera desplazado del poder, como así sucedería, se inició por parte del gobierno del lehendakari Juan José Ibarretxe, un procedimiento exprés que implicó a los departamentos de Cultura y de Hacienda, por el que el archivo histórico del Gobierno de Euzkadi pasó desde la Fundación Sabino Arana del PNV, que lo custodiaba entonces, al Archivo Histórico de Euskadi, donde ahora se encuentra. El mismo día que Patxi López era elegido lendakari por el Parlamento Vasco surgido de aquellas elecciones, el 5 de mayo, la Fundación Sabino Arana recibía un pago de la Hacienda del Gobierno Vasco por importe de casi tres millones de euros en concepto de guardia y custodia de aquel archivo. Contaremos este episodio con detalle más adelante.

			Se trata de un archivo que hoy se puede consultar digitalizado en su mayor parte desde el portal Artxibo del Gobierno Vasco y de donde hemos sacado casi toda la documentación que ofrecemos en este libro para demostrar que el palacete no fue comprado por el PNV sino por el Gobierno Vasco de entonces, el Gobierno de Euzkadi, lo mismo que los otros dos edificios en Francia. Con lo que, al fin y al cabo, debemos estarles agradecidos a los nacionalistas por haber guardado con tanto celo una documentación en la que se demuestra fehacientemente la tesis contraria a la que ellos mismos sostienen. Otra cosa muy distinta es que esa guardia y custodia nos costara a todos los ciudadanos vascos nada menos que tres millones de euros, que también fueron a parar al PNV, por medio de su Fundación Sabino Arana. Y todo porque ningún grupo político vasco se preocupó, desde 1978 en delante, de que pasara a manos de la administración pública un archivo de una institución pública y plural como fue el primer Gobierno Vasco de la historia.

			Y la cuarta premisa que se deduce de ese falso argumentario construido por el nacionalismo vasco durante todo este tiempo, es lo que podemos denominar la persistencia continuada en dicha petición de la propiedad del palacete, desde el mismo año 1944 en que los representantes del Gobierno de Euzkadi conocieron la sentencia francesa de 1943 y, sobre todo, a efectos prácticos, desde que en 1951 fueron expulsados del edificio. Desde el comienzo mismo de la Transición, el PNV hizo suya la reclamación, como si el Gobierno Vasco de José Antonio Aguirre y el PNV fueran lo mismo. Hay que recordar las veces que haga falta que aquel primer Gobierno Vasco estuvo integrado por once componentes, de los que solo cuatro eran del PNV. El resto eran uno de ANV, dos republicanos, tres del PSOE y uno del PCE. Pero incluso aunque no hubiera sido un gobierno plural, aunque hubiera sido un gobierno monocolor, integrado solo por el PNV, es muy distinto atribuir un bien a una institución pública, como es un gobierno autonómico, que a una institución privada, como es un partido político. Porque el Gobierno Vasco es de todos los vascos, mientras que el PNV es de sus militantes y, como mucho, de sus simpatizantes o votantes. En cualquier caso, lo que queremos decir es que el hecho de llevar tanto tiempo reclamando el palacete no le concede a este partido ninguna legitimidad en exclusiva sobre su título de propiedad ni ningún derecho añadido, puesto que aquí lo que hay es un salto muy grande, que parece que no se ha tenido en cuenta por parte de los protagonistas de este episodio, que es el que va de lo público a lo privado.

			Pedro Chacón y sus estudios sobre el nacionalismo vasco

			Pedro Chacón viene estudiando de manera intensiva el nacionalismo vasco desde al menos 2006, cuando publicó su primer libro La identidad maketa. Y la mayor enseñanza que le ha procurado esa investigación es que no hay que confiar nunca en las fuentes nacionalistas cuando hablan de sí mismas. De esa manera es como este autor ha podido desbrozar muchos problemas que hasta entonces parecían cerrados o resueltos de manera poco satisfactoria. Pongamos un par de ejemplos que para los estudiosos del nacionalismo y para los conocedores de su historia, así como para la militancia del nacionalismo e incluso para la ciudadanía en general, han sido incuestionables hasta ahora. El primer ejemplo parte de cuando uno de los principales especialistas en el tema, como Javier Corcuera, decía que «por razones de índole puramente personal, Luis de Arana trasladó su residencia a Ustaritz (en el País Vasco continental) en el otoño de 1899».4 Luis de Arana fue el hermano de Sabino Arana, fundador del nacionalismo, y sin el cual este no habría emprendido su empresa política. Una explicación así pretendía zanjar, por considerarlo «puramente personal», la indagación sobre un comportamiento que alteró profundamente la trayectoria del primer nacionalismo vasco. Como si no fuera decisiva, y por tanto analizable y sobre todo cuestionable, una decisión que condicionó completamente todo lo que vino después en la vida de Sabino Arana y del partido fundado por él. Con decir que era «puramente personal» había que dar por zanjada la cuestión y así se clausuraba el asunto.

			O como cuando José Luis de la Granja, el otro principal especialista en el tema, da por cierta, y eso que procede solo de fuentes nacionalistas, toda la historia de que Luis Arana se hizo nacionalista en el colegio de los jesuitas de La Guardia (Pontevedra).5 Un investigador no se puede creer eso de primeras. Que se lo creyeran los nacionalistas, en cambio, iba de suyo. Xabier Arzalluz, en todo su apogeo como presidente del PNV, en uno de sus artículos dominicales del Deia, titulado «Jesuitas y nacionalismo», creía en la historia del nacionalismo primigenio de Luis y hasta estuvo buscando al jesuita vasco que se lo inculcó: «A pesar de que varias personas hemos indagado en la búsqueda, no hemos podido dar con el nombre del jesuita en cuestión».6 Los dos ejemplos puestos, el de Corcuera y el de La Granja, como hemos visto, se refieren a Luis Arana, el hermano del fundador del nacionalismo vasco. Cuando Jean-Claude Larronde, historiador de cabecera del PNV, publicó en 2010 su biografía canónica sobre Luis Arana,7 ambos puntos quedaron corroborados, incluso ampliados, y nada se aclaró al respecto. Son muchos ejemplos como estos los que demuestran que los nacionalistas vascos rara vez dicen la verdad sobre sí mismos y los que les han estudiado hasta ahora nunca les han cuestionado tampoco.

			Entre los descubrimientos de Pedro Chacón sobre el origen del nacionalismo vasco destacaríamos dos principales. El primero consiste en el cuestionamiento radical, como algo perteneciente a la imaginación de su fundador, pero sin base histórica real, del origen mismo del nacionalismo vasco, que Sabino Arana situaba en una conversación con su hermano Luis en 1882 en el jardín de la casa familiar del barrio de Abando en Bilbao, en el mismo solar donde hoy se ubica la sede central del PNV, la llamada Sabin Etxea. Según esta teoría, el nacionalismo de Luis se remontaba a sus años de estudiante en Galicia. En conmemoración de aquella conversación, cincuenta años después, el nacionalismo vasco fijó por primera vez, en 1932, la fiesta nacional llamada Aberri Eguna («Día de la Patria», en eusquera) que se celebra desde entonces todos los años en el Domingo de Resurrección. El hecho de que esta efeméride se base en un acontecimiento completamente inventado convierte a dicha festividad en una especie de tomadura de pelo a la población vasca. Una tomadura de pelo que hasta costó muertos en la época de la dictadura franquista, por obcecarse sus partidarios en celebrarla como forma de protesta ante la opresión, como se explicaba entonces. Y es que la conversación entre los hermanos, que habría sido la causa de su celebración, fue imposible por dos razones. Primera, porque los hermanos Arana Goiri fueron integristas españolistas hasta 1890, dada su militancia en esa corriente política, como atestiguan sus apariciones en el periódico El Euskaro, filial en Bilbao de El Siglo Futuro, órgano del integrismo español.

			El segundo descubrimiento se refiere al hermano de Sabino Arana, el ya citado Luis, a quien el propio Sabino le atribuye —sin duda para despistar y emborronar su conversión desde el españolismo— el origen de dicha ideología. Pero era también imposible que esto hubiera sido así, puesto que la propia trayectoria biográfica de Luis lo desmiente. Primero porque también hizo lo mismo que su hermano Sabino, apareciendo en El Euskaro de Bilbao hasta 1890, como buen integrista español. Y después y más importante, porque tuvo una doble vida durante los años que ayudó a su hermano Sabino a poner en marcha el partido. Luis tuvo, a principios de 1893, un hijo con una criada a la que conoció en Barcelona y con la que no se casó hasta seis años después, en secreto. A partir de ahí, se quitó de en medio, abandonó sus cargos en el partido y cogió a su mujer y a su hijo, a los que había tenido ocultos en el pueblo de nacimiento de ella, en Urrea de Jalón, provincia de Zaragoza, y se los llevó al País Vasco francés, no sin antes, como hemos dicho, casarse en secreto en una parroquia próxima a Vitoria, en Foronda, a finales de 1898. Eso fue lo «puramente personal» de Luis Arana en lo que Javier Corcuera consideraba que no había que meterse. Pero, de haberse sabido esta historia en su tiempo, Luis no podría haber sido vicepresidente del partido y mano derecha de su hermano, puesto que incumplía los dos preceptos básicos del originario PNV: el catolicismo (vivía en concubinato con su mujer) y la pureza racial, que para los militantes casados abarcaba también la de la mujer, que en el caso de Luis era aragonesa sin apellidos eusquéricos. Las dos razones le hubieran excluido de ser cargo dirigente —fue el primer vicepresidente del partido—, por no cumplir con el sacramento del matrimonio y porque los apellidos de su mujer le hubieran desplazado de los puestos directivos. Ni que decir tiene que esa doble vida descarta por completo que Luis hubiera sido algo así como el antecesor o inspirador de su hermano Sabino en la supuesta conversación de 1882, con lo cual la razón de ser del primer Aberri Eguna en 1932, que venía a conmemorar el cincuenta aniversario de aquella revelación, se queda sin base histórica real. Pero nada de esto interesa que se conozca a los principales partidos del País Vasco actual, empezando por el PNV, claro. Y parece que tampoco a los principales historiadores del nacionalismo vasco.

			El nacionalismo vasco se originó desde un hecho falso e inventado porque no podía ser de otro modo. Una ideología cuyo fin primordial era la estigmatización y exclusión de la población inmigrante llegada de otras partes de España a Bilbao y alrededores a finales del siglo XIX no podía tener un motivo noble para aparecer. Porque lo que es la defensa y reivindicación de lo vasco, que ellos aducen como causa y objetivo último de su aparición, siempre se había hecho desde el fuerismo, que fue una ideología leal a España y que hoy nadie reconoce en su verdadero ser gracias precisamente al nacionalismo que la oculta con esmero o la tergiversa con ahínco.

			El nacionalismo surgió sobre la tradición histórico-política vasca, pero para negarla y tergiversarla, convirtiendo los fueros en códigos de independencia y negando la vinculación histórica de siglos con Castilla y el resto de España en general. La vertiente abiertamente independentista y radical de esta ideología ha traído la desgracia vivida sobre todo en los años ochenta y noventa en el País Vasco en forma de terrorismo. El predominio actual del nacionalismo en el País Vasco es producto, por un lado, de la victimización que le proporcionó la dictadura franquista y, por otro, de un fenómeno peculiar que requiere un estudio comparativo por ver si sucede en alguna otra parte del mundo, consistente en la abducción de gran parte de la población inmigrante de otras partes de España, llegada sobre todo durante las décadas de los cincuenta y sesenta del siglo XX, que ha optado por renegar de su origen español y abrazar la causa nacionalista e independentista vasca. Y es que lo que caracteriza a los partidos que siguen esta ideología es sobre todo y ante todo su originario antiespañolismo.8 Esto es lo paradójico y lo que convierte al País Vasco actual en un laboratorio perfecto para estudiar el fenómeno del travestismo identitario, de modo que hoy los principales dirigentes del PNV son gentes originarias del resto de España. El presidente actual del partido, Aitor Esteban Bravo, principal artífice de la obtención del palacete de París para el PNV, en su calidad de portavoz en el Congreso de los Diputados donde se negoció todo, tiene al menos a su madre originaria de Soria. Y el lehendakari del Gobierno Vasco, Imanol Pradales Gil, tiene sus padres originarios de Burgos. A ambos líderes, en su tiempo, el fundador de su partido les habría discriminado y excluido por advenedizos y sobre todo por españoles.

			Se ha producido durante estas últimas décadas un proceso de asimilación, por acomplejamiento y subordinación de lo español ante lo vasco y de consiguiente aculturación intensa en el País Vasco, potenciado además por el terror de ETA, según el cual toda la gran inmigración de otras partes de España de finales del siglo XIX y de mediados del siglo XX se ha convertido, en gran parte, en nacionalista antiespañola, dando lugar al sistema peculiar que tenemos hoy, de dominio apabullante del nacionalismo vasco sostenido por una base sociológica mayoritaria procedente de la inmigración de otras partes de España. A ello ha contribuido también, y de modo decisivo, el régimen de la Constitución de 1978, que ha posibilitado que las minorías nacionalistas, tanto vascas como catalanas, tengan una representación en el Congreso de los Diputados que les permite, cada vez que uno de los dos partidos principales de ámbito nacional no consigue la mayoría absoluta para gobernar, convertirse en decisivas para articular dichas mayorías. Esa posición de partidos-bisagra en el ámbito nacional les da un poder en sus regiones respectivas que convierte a dichos partidos nacionalistas en un canal de reivindicación seguro para sus votantes, que encuentran en ellos la mejor vía para defender sus intereses privativos, en detrimento de los generales, mediante el chantaje permanente de la independencia.

			Carlos Olazabal y sus estudios sobre la Guerra Civil en el País Vasco

			Carlos Olazabal es un economista que ha acabado escribiendo historia. Él lo atribuye a que la capacidad del ser humano es infinita y por eso la pasión por la lectura y la historia le han arrastrado a una actividad que le resulta apasionante. Y aunque escribe y ha escrito mucho, lo que más le gusta con diferencia es investigar la documentación histórica, donde los avatares y pensamientos de sus personajes son un reflejo de la vida en los momentos más intensos para ellos como personas.

			Siempre tuvo amor por la historia, con especial énfasis en la de España y en la del País Vasco, pero nunca había pasado del nivel de lector. Su interés sobre el PNV u otros partidos históricos no pasaba de generalista y situado más bien en el momento actual. Por lo que respecta a la Guerra Civil, su interés por ella era especialmente militar y, en cuanto al aspecto político, aprender de la experiencia que debía guiarnos a evitar su repetición.

			La maldición de la Guerra Civil era el contraste con la esperanza de la Transición, cuyo fracaso en el País Vasco abría la puerta a una repetición de aquella desgracia histórica. Era y es evidente que ETA y sus apoyos acariciaron siempre la idea de provocar una involución en España y era y es evidente que el PNV siempre quiso aprovechar la desgracia para afianzar sus posiciones: un juego macabro y mezquino de un pensamiento profundamente reaccionario y retrógrado. Mientras que al PSOE se le acabó entendiendo cuando, con el presidente Rodríguez Zapatero, ahora encausado, se inició lo que hoy conocemos como Memoria Histórica, que nos descubrió lo que para este partido era su objetivo oculto desde el inicio de la Transición: volver a las dos Españas de la Guerra Civil.

			Carlos Olazabal contactó, por carambolas de la vida, con José Díaz Herrera y su esposa, trasladándoles ciertas informaciones e historias del País Vasco, algunas de las cuales engrosaron el libro Los mitos del nacionalismo vasco, obra enciclopédica y yacimiento documental para futuras publicaciones que apareció en 2005. No obstante, esta obra quedaría inacabada, pues circunstancias personales y muy complicadas del autor le impidieron una revisión profunda de la misma, de modo que quedaron sin revisar numerosos errores que la desnaturalizan, aunque resulta fundamental como pionera para abrir caminos a la investigación histórica sobre el PNV.

			En tan difíciles circunstancias, Díaz le proporcionó a Olazabal una serie de documentos de su archivo personal entre los que sorpresivamente se encontraba una copia de la documentación del denominado «Ufficio Spagna», cuya lectura cambia radicalmente la visión de la guerra de España y más específicamente del frente Norte.

			El «Ufficio Spagna» del Ministerio de Asuntos Exteriores italiano era un servicio organizado a partir de la llegada del Cuerpo de Tropas Voluntarias (CTV), pactado entre Franco y Mussolini el 28 de noviembre de 1936, donde los italianos centralizaron toda la información sobre España, militar y diplomática, recogida directamente de las más altas instancias de los nacionales, con especial énfasis en Franco y Mola, y servida de modo casi diario y exhaustivo al ministro Ciano y a Benito Mussolini, sin filtros ni censuras. Se trataba de un universo de información virgen. 

			Ese fue el inicio de una larga investigación que le llevó a visitar archivos militares, diplomáticos y políticos en Ávila, Madrid, Ferrol, Bilbao y finalmente Roma y el Vaticano. En Roma, el Ministerio de Asuntos Exteriores estaba en obras y en el Archivo Secreto del Vaticano, aunque se sabía que la documentación de las negociaciones estaba allí, no pudo localizarlas. Así fue como apareció en su horizonte de investigación el Archivo del Estado Mayor del Ejército italiano, donde le facilitaron un cuaderno polvoriento con el índice de documentación del CTV, que da la pista para acceder, entre otras fuentes, a las decenas de notas escritas de puño y letra de Mario Roatta (Mancini), jefe histórico del Servicio Investigación Militar italiano, segundo de la misión en España del CTV y hombre que negoció con el PNV, día a día, y a veces casi hora a hora, la rendición de los nacionalistas.

			El único testimonio escrito desde el punto de vista nacionalista sobre esas negociaciones secretas había sido el libro publicado contra la voluntad del PNV por el presbítero Alberto Onaindia, representante personal de José Antonio Aguirre. Onaindia decidió romper su silencio en 1983 publicando El Pacto de Santoña, un incunable, pues prácticamente es un libro desaparecido y escasamente citado. Pero Onaindia calla muchas cosas.

			Todo este discurrir de Carlos Olazabal por los archivos le llevará a publicar tres libros, el primero Pactos y Traiciones, donde reúne toda la documentación completa e íntegra de los documentos que recogen las negociaciones entre nacionales y fascistas italianos con el PNV, a base de documentos completos y sin modificar. Se trata de tres tomos pensados no solo para el lector normal y corriente sino para el historiador profesional, con la documentación completa y referenciada.

			Fracasada la ofensiva de Villareal-Legutiano por parte del ejército de Aguirre, se abre la puerta a la recomendación de Mussolini y el Papa Pío XI a los nacionales para que pactasen. Los italianos se ofrecen de garantía al PNV y Franco aceptará su aval. Dos días después de la aceptación del aval de Italia, la aviación alemana e italiana bombardea Guernica. Un bombardeo sin pies ni cabeza que no alcanza ningún objetivo militar. Con menos muertos que Durango, ciudad carlista que no puede ser usada políticamente, el de Guernica fue un bombardeo irrelevante militarmente, pero un éxito de propaganda. El lehendakari Aguirre comunica al mundo la muerte de 1.664 personas en dicho bombardeo. Leizaola habló de 592 fallecidos en los hospitales de Bilbao. El diario del PNV Euzkadi, en su contraportada del 29 de abril, número 7.594, publica la única lista oficial de ingresados por el bombardeo en el Santo Hospital Civil de Bilbao (Basurto) que comprende a 30 personas, con nombre, apellidos y heridas sufridas.

			El 1 de mayo Mussolini le pide al Papa su mediación entre Franco y los nacionalistas para su rendición, con el aval de Italia, y el hecho de que la Iglesia acceda solo puede ser porque los interlocutores están de acuerdo con su mediación. Mola y Franco redactan rápidamente las condiciones. El Papa mandará la propuesta, pero Aguirre negará haberla recibido. Todo esto y mucho más se cuenta en Pactos y Traiciones y en sus dos obras derivadas: Negociaciones del PNV con Franco durante la guerra civil y El PNV y la rendición de Santoña, que se encuentran en la red disponibles gratuitamente.

			Un buen amigo le pidió a Carlos Olazabal que investigase la mayor matanza de inocentes en la historia de Bilbao, la masacre de 239 presos en las cárceles el 4 de enero de 1937. Dicha investigación le llevó a escribir 4 de enero de 1937, ¿el Gernika del PNV?, donde nos encontramos de nuevo ante el abismo entre el relato propagandístico y la realidad documental. Una historia jamás investigada y cuyo relato entre unos y otros quedaba tergiversado. Una mítica actuación del Gobierno Vasco en defensa de la legalidad y el respeto a los derechos humanos, una acción descontrolada de autores desconocidos, una disputa de responsabilidades entre la UGT y la CNT, una actuación escrupulosa de los tribunales vascos con sentencias de muerte y un liderazgo claro del Lendakari Aguirre. Todo mentira o, si se prefiere, propaganda de guerra. Durante años ha habido un debate interesado creando la confusión sobre la responsabilidad en la matanza, que si la UGT, que si la CNT, para no responsabilizar a quien tenía la autoridad y la obligación de mantener la ley y el orden: el Gobierno Vasco.

			Pero, en todo caso, lo asombroso es que la Universidad del País Vasco nunca se haya enfrentado profesionalmente, más allá de cocinar y recocinar argumentarios de 1937, a esta masacre. Prácticamente ni una línea. Un tupido velo, frente a miles de páginas y horas de televisión sobre el bombardeo de Guernica. En cambio, ni palabra sobre el bombardeo de Durango o sobre la mayor matanza en un acto de crueldad, que fue el asalto a las cárceles del 4 de enero de 1937, que se saldó con 239 muertos.

			No se entiende tanto miedo y servilismo. Si hay miedo a enfrentarse a la verdad de hace 80 años, cómo vamos a enfrentarnos al relato de ETA.

			Si en la guerra se miente y todo es propaganda, para bien y para mal, en la historia hay que contar la verdad, aunque no guste. Y más en una guerra entre hermanos, sin sembrar odios ni revanchas entre nosotros. Bastante tuvieron nuestros padres y abuelos. No caigamos en sus mismos errores.

			En el preámbulo del libro 4 de enero de 1937, ¿el Gernika del PNV? se dice:

			Era la cosecha sangrienta de seis años sembrados de radicalismo político, intransigencia, incapacidad y sectarismo. La cosecha de unos personajes, políticos, intelectuales y periodistas, que después se pasarán cuarenta años intentando explicar a los españoles cómo se habían equivocado. Sus libros, llenos de polvo, duermen en la sección histórica de las bibliotecas. Las calles y los campos se llenaron de sangre.

			Ahora nos toca a nosotros no equivocarnos como nuestros padres.

			

			
				
						1	El Real Decreto-ley de concesión del palacete y de compensación económica por los dos edificios de refugiados consta en el Apéndice 1 de este libro.


						2	Que se puede ver en el legajo A-C, nº 603 del archivo personal de Jon Bilbao en el Archivo Histórico del Gobierno Vasco (AHGV).


						3	Según nos cuenta Larronde en Exilio y solidaridad, p. 314. La referencia completa de cada obra citada se puede ver en la bibliografía final.


						4	Javier Corcuera en su clásico La patria de los vascos, p. 540.


						5	En su muy citado artículo «El antimaketismo». Ver el título completo en bibliografía. El tema de cómo se hizo Luis nacionalista en p. 194.


						6	La cita está en su libro recopilatorio Entre el Estado y la libertad, p. 37.


						7	Luis Arana Goiri (1862-1951). Publicada por la Fundación Sabino Arana.


						8	Ver el libro de Pedro Chacón, Sabino Arana: padre del supremacismo vasco, donde se recogen todos sus artículos académicos sobre el tema publicados hasta 2022.
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			1.

			El palacete de París y el Archivo
Histórico del Gobierno Vasco

			El palacete de París y el nacionalismo
vasco en España

			El edificio sito en el número 11 de la Avenida Marceau de París y que ha acabado conociéndose como «el palacete de París», fue construido en 1883 por el arquitecto Paul Déchard, ocupando una superficie (según las escrituras de venta de 1939 —de supuesta venta, como veremos— de Marino Gamboa a Finances et Entreprises, segundas que se hicieron por el gobierno vasco de entonces) de 451,83 metros cuadrados, muy cerca de la plaza del Alma y a quince minutos andando del Arco del Triunfo. Tiene sótano y tres plantas que suman 1.300 metros cuadrados de superficie construida y en 2012, según nos cuenta el folleto que elaboró el Instituto Cervantes cuando ejercía en esa sede, fueron inscritos varios de sus elementos constructivos en la lista de monumentos históricos de París: «la cubierta, la fachada de estilo haussmannien, la escalera monumental y el salón de baile, con sus estucos y dorados».

			Estamos, por tanto, ante una pieza arquitectónica de primera categoría, que ha sido valorada, a raíz de conocerse la cesión del Gobierno de España al PNV, por encima de los 15 millones de euros.

			El palacete empezó a vivir su historia relacionada con España, y más específicamente con el País Vasco, cuando fue alquilado por Ricardo Picavea para establecer en él la sede de la Delegación del Gobierno Vasco en la capital francesa. El Gobierno Vasco se constituyó el 7 de octubre de 1936 y su Delegación en París empezó a ejercer en dicho edificio a partir de que se puso en marcha el alquiler, como veremos, el 22 de diciembre de 1936.

			

			Desde ese momento y hasta la llegada de los nazis en 1940 vivió su primera etapa. Luego, entre 1940 y 1944, pasó a ser regentado por el Estado franquista y tras la liberación de París volvió de nuevo a manos nacionalistas vascas hasta que en 1951, a raíz de la confirmación de las sentencias de los tribunales de París de 1943 y de 1949, que le concedieron la propiedad al Estado español, este pasó a ocuparlo hasta el día 23 de diciembre de 2024, cuando el Real Decreto-ley del Gobierno español de Pedro Sánchez concedió la propiedad al PNV, en virtud de la «vinculación histórica» del PNV —tal y como dice el decreto-ley— con el palacete.

			Nótese que, si de vinculación histórica se trata, el Gobierno Vasco ocupó el palacete durante once años en total, entre 1936 y 1940 primero y entre 1944 y 1951 después (durante este último periodo diríamos que estuvo de «okupa» porque ya había sentencia judicial que decía que el propietario era el Estado español), mientras que el Estado español (al que pertenece también el Gobierno Vasco, pero vamos a prescindir ahora de ese detalle) lo ha ocupado durante 73 años, entre 1951 y 2024, sin contar los 4 años de ocupación bajo el régimen de Vichy en la Segunda Guerra Mundial.

			Pero lo llamativo aquí es que la propiedad haya ido a parar al PNV, que no fue sino uno de los partidos, el más importante sin duda, pero uno más dentro de un gobierno de coalición encabezado por el lehendakari José Antonio Aguirre, con once miembros en total de los que solo cuatro eran del PNV. Y conste que tampoco hubiera tenido más derechos si el PNV hubiera sido el único partido integrante de aquel gobierno.

			Podríamos no haber tenido nada que objetar si se pudiera demostrar que la compra del edificio se financió con el dinero procedente de un militante nacionalista de América. Pero estamos en condiciones de afirmar y, por supuesto, de demostrar documentalmente que eso no fue así, sino que el edificio fue adquirido con dinero del Gobierno Vasco, que es tanto como decir del Estado español, al que dicho organismo pertenecía desde su mismo origen.

			La denuncia de que un bien público del Estado se haya entregado a manos privadas de manera errónea o injustificada nunca prescribe. Por lo que estamos tranquilos por eso y nos hemos tomado el tiempo necesario para argumentar de manera sólida nuestra reclamación.

			

			Somos conscientes de que un tema relacionado con la política interna del País Vasco, y más aún cuando ya ha terminado el terrorismo de ETA, no le interesa a mucha gente en el resto de España. Y sobre todo ocurre que, dentro del País Vasco, un tema que cuestione el régimen político dominante gestionado entre los nacionalistas y la izquierda, tampoco es que vaya a ser muy bien recibido por mucha gente. Por no hablar de la identificación que fuera del País Vasco, en el resto de España, se establece habitualmente entre el PNV y el Gobierno Vasco. Probablemente sea esa opinión generalizada la que más beneficie a los nacionalistas: la de los muchos españoles que ven como lo mismo e igual a PNV y Gobierno Vasco. Pero no, no es lo mismo.

			Esta nula repercusión, en principio, de lo que es la verdad sobre lo que ha ocurrido con el palacete de París tiene una explicación de orden político y también sociológico, tanto de tipo interno al País Vasco como de tipo externo propiamente español. La de tipo interno nos lleva a afirmar que la ideología dominante en el País Vasco actual, a través de sus dos partidos principales, PNV y EH Bildu, es la nacionalista, con mucha diferencia sobre el resto: ambos partidos representan hoy el 75% del Parlamento Vasco y esa situación no tiene visos de revertirse, todo lo contrario, ya que continúa al alza según las últimas encuestas.

			A ello se suma que el socialismo y la izquierda en general hacen muy buenas migas con el nacionalismo vasco. El PSE apoya al PNV en todas las instituciones donde conforman mayoría para gobernar, Gobierno Vasco, Diputaciones Forales y Ayuntamientos. Se trata de una alianza que ha venido manifestándose, con muy pocos altibajos, desde la crisis del PNV y el surgimiento de EA (hoy partido minúsculo integrado en la coalición EH Bildu) en los años ochenta del siglo pasado, es decir, poco después de iniciada la llamada Transición.

			Y cuando no es el PSE-PSOE el que apoya a los gobiernos en minoría del PNV, es el resto de la izquierda no nacionalista, que también ha apoyado cuando ha sido necesaria para ello, por ejemplo, en la etapa del Gobierno Vasco de Juan José Ibarretxe y en la del Ayuntamiento de Bilbao con Iñaki Azkuna. En ambos casos el PNV obtuvo el apoyo de Izquierda Unida.

			La izquierda y el nacionalismo en el País Vasco encuentran su punto originario de conexión a finales de la Segunda República, cuando el nacionalismo vasco exigió como condición para participar en el esfuerzo de la Guerra Civil la consecución del Estatuto de Autonomía, cosa que se consiguió el 1 de octubre de 1936, a través de las negociaciones llevadas a cabo entre José Antonio Aguirre, quien acabaría siendo primer lendakari vasco, e Indalecio Prieto, hombre fuerte del PSOE de fuerte vinculación con lo vasco, por haber hecho toda su carrera política en dicha región, concretamente en Bilbao, a donde llegó siendo todavía un niño desde su Oviedo natal.

			Estas circunstancias hacen que haya una cultura política dominante en el País Vasco actual, mezcla de nacionalista y socialista, que controla la opinión pública, los principales medios de comunicación y también la Universidad, donde es muy complicado que pueda hallar cauce de difusión y de reconocimiento un planteamiento como el de este libro, que cuestiona las bases de esa entente política, social y cultural que forman el nacionalismo y el socialismo.

			La razón de tipo externo al País Vasco y que coadyuva a que las razones internas ya explicadas se refuercen y reafirmen tiene que ver con la muy alta consideración del nacionalismo vasco por parte de los distintos gobiernos españoles desde el comienzo de la Transición, que han visto en dicha ideología, en tanto que representada por el PNV, un aliado para alcanzar el gobierno cuando no han conseguido la mayoría absoluta en las elecciones, así como un factor de moderación dentro de un País Vasco en el que, desde antes de que muriera el dictador Franco y hasta mucho después de que se hubiera aprobado la Constitución y el Estatuto de Autonomía vasco, hubo un terrorismo de carácter nacionalista e izquierdista radical que provocó casi mil muertos y numerosos estragos en forma de atentados con heridos y mutilados, secuestros y altercados callejeros de todo tipo, así como violencia de contestación, en forma también de asesinatos y secuestros, aunque en mucha menor medida (está todo contabilizado) que los atribuidos a la causante principal de todo aquel desastre, que fue la organización ETA en todas sus ramas.

			En medio de dicho panorama terrible y desolador, el PNV aparecía como un partido de orden, dentro de su ideología nacionalista e independentista, y así es como los partidos de ámbito nacional español confiaron en él, tácita o explícitamente, para que dirigiera la gobernación de la Comunidad Autónoma Vasca, a pesar de no haber conseguido nunca, el partido fundado por Sabino Arana, ni entonces ni después, la mayoría absoluta en dicha comunidad. Todo ello le ha conferido a dicho partido un marchamo de respetabilidad y de legitimidad fuera del País Vasco, de modo que parece no resultar de buen tono cuestionar sus fundamentos ideológicos y su evolución histórica, como hacemos los autores en esta investigación y en el resto de nuestros trabajos.

			La cesión en propiedad por parte del Gobierno de Pedro Sánchez del palacete de la Avenida Marceau, 11, de París al PNV sería una muestra paradigmática de esta situación política que acabamos de describir y que explica de modo clarividente la relación de los nacionalismos con el poder central en España.

			La adjudicación de dicho edificio, hasta entonces sede del Instituto Cervantes, a un ente privado, a un partido político, en este caso concreto al PNV, promovida por el presidente del Gobierno Pedro Sánchez y apoyada por todos los partidos nacionalistas y de izquierdas en el Congreso de los Diputados, se hizo de manera interesada a cambio de conseguir favores políticos, en concreto apoyo parlamentario para sacar adelante, primero, la moción de censura de 1 de junio de 2018, después para formar gobierno tras las elecciones del 10 de noviembre de 2019 (hubo también elecciones en abril de ese mismo año, que agotaron los plazos para formar gobierno) y, por último, tras las elecciones de 23 de julio de 2023, para formar gobierno de coalición, a pesar de que el PP obtuvo más escaños.

			Esta adjudicación ha venido a culminar toda una historia de reclamaciones de los bienes incautados con motivo de la Guerra Civil que el PNV emprendió desde el inicio mismo de la Transición, allá por 1978 y que cuenta con una serie de fases que han venido dadas en función de las necesidades de los partidos de ámbito nacional gobernantes en España en cada momento.

			El PNV lo intentó ya desde el Gobierno de Adolfo Suárez, al que le presentó una primera reclamación. En aquel momento solo se contemplaban los bienes propios del partido (los batzokis o sedes sociales y las rotativas de algunos periódicos) sitos en el propio País Vasco, que habían sido incautados durante la Guerra Civil y la posterior posguerra bajo el franquismo.

			Esta primera petición, aunque se tramitó por vía administrativa, no tuvo éxito para el PNV en un primer momento, pero dio lugar a un hecho muy significativo, puesto que el presidente del Gobierno de España entonces, Adolfo Suárez, acosado por el terrorismo y por las incógnitas que conllevaba sacar adelante un nuevo Estado, construido sobre bases democráticas a partir de la aprobación de la Constitución española de 1978, junto con la necesidad de buscar alguna agarradera estable en un País Vasco convulsionado entonces —lo mismo que el resto de España— por el terrorismo, compensó al PNV con una cantidad de dinero en concepto de adelanto por el resarcimiento futuro sobre los bienes incautados en la Guerra Civil y el franquismo, que ya supuso un monto respetable, como veremos en el capítulo dedicado a la historia de las reclamaciones del PNV.

			Fue una verdadera sorpresa encontrarnos con esto porque las primeras investigaciones sobre la reclamación del palacete nos hacían pensar que todo se había originado durante la primera legislatura de José María Aznar, con un leve adelanto infructuoso en el segundo gobierno de Felipe González, allá por 1988. Sin embargo, el hallazgo de un artículo del líder de los liberales vizcaínos de la época, Adolfo Careaga, de 1986 (que reproducimos en Apéndices), nos puso sobre la pista de lo que había ocurrido antes. Fue así como hemos podido datar con precisión el inicio de la reclamación por el palacete, dentro de la operación más amplia de reclamación de los bienes incautados al PNV en la Guerra Civil que se inició, como decíamos, desde el despuntar mismo de la Transición. 

			De la cantidad de dinero adelantada por Suárez al PNV de Xabier Arzalluz nunca más se supo y cuando se produjeron las primeras compensaciones al partido nacionalista, a partir de la aprobación de la ley 43/1998, en ninguna de las fuentes consultadas se comentó aquella cantidad para descontarla de la que en ese momento se satisfizo al partido de Sabino Arana. Pero esto ya lo veremos en un epígrafe específico más adelante.

			Análisis de la concesión del palacete
al PNV y estrategia para su restitución

			El Real Decreto-Ley que señaló el cambio de propiedad pública a privada del edificio de la Avenida Marceau, 11, de París, tiene fecha de 23 de diciembre de 2024 y, por lo que se refiere a la disposición que nos concierne, se titula «Traspaso y compensación de inmuebles en cumplimiento de la disposición adicional novena de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática» porque, en efecto, dicho decreto-ley trae causa de la citada Ley 20/2022, que en su disposición adicional novena amplía los supuestos contemplados en la Ley 43/1998 de restitución a los partidos políticos de bienes confiscados en la Guerra Civil y el franquismo. La mecánica parlamentaria hizo que ese primer real decreto-Ley que contenía la concesión del palacete y la compensación por los dos edificios de refugiados tuviera que ser aprobado en segunda votación mediante el Real Decreto-ley 2/2025, de 11 de febrero, que no alteró el contenido de la norma que nos ocupa. Por lo que seguiremos citándola por la primera fecha de diciembre de 2024.

			Recordemos que la Ley 43/1998, al aplicarla al caso del palacete de París y de dos edificios para refugiados en Francia, por parte del PNV, dio lugar, en primera instancia, a la no aceptación de dicha petición por parte del Consejo de Ministros presidido por José María Aznar en 2001 y luego a la desestimación del recurso contencioso presentado por el PNV, por Sentencia del Tribunal Supremo de 17 de octubre de 2003, que se basó en que ya había una sentencia firme francesa en 1943, ratificada luego en 1949 y 1951, por las que la justicia francesa atribuía el palacete al Estado español.

			Las sentencias francesas se basaban en que los inmuebles habían sido adquiridos con fondos propiedad del Estado español, en aquel momento de la Segunda República española, a través del Gobierno Vasco.

			La disposición adicional novena de la Ley 20/2022 de Memoria Democrática dio cabida a los bienes confiscados en el extranjero, precisando además que lo hubieran sido en aplicación del Acuerdo Bérard-Jordana, la Ley de 30 de enero de 1940 y el Decreto de 6 de mayo de 1940, que era como hacerle un traje a medida al PNV para concederle el palacete de París en los supuestos no contemplados por la Ley 43/1998. Y para remachar más si cabe la futura atribución al PNV de dichos bienes, en el punto 2 de esa disposición adicional novena, se llegó al extremo de incluir la posibilidad de que un partido político pudiera ser restituido o compensado «respecto a los bienes inmuebles y derechos de contenido patrimonial o económico que hubiesen pertenecido a personas físicas o jurídicas vinculadas a dichos partidos políticos con carácter fiduciario o bajo cualquier forma de cobertura jurídica sustentada en negocios o pactos de interposición personal», con lo que quedaban solventadas todas las dudas que pudiera generar el hecho de que en su momento se hubieran utilizado testaferros para inscribir los bienes, como ocurrió por dos veces en el caso que nos ocupa. Y así fue como el PNV se allanó por completo el terreno judicial para obtener la cesión de dicho inmueble, en la llamada Ley de Memoria Democrática de 2022.

			Con estos antecedentes, el PNV volvió a la carga en la petición del palacete de la Avenida Marceau, nº 11 de París y de la compensación por los dos edificios para refugiados en Noyon y Compans, iniciándose de ese modo dos expedientes ante la Dirección General de Patrimonio del Estado, dentro del Ministerio de Hacienda, partiendo de sendos escritos de 16 de enero y de 26 de enero de 2023, respectivamente, alusivos el primero al palacete y el segundo a los dos edificios para refugiados. Estaríamos, así, ante la segunda vuelta del proceso infructuoso iniciado en 1998 y que veremos en su momento, del que se dedujo la Sentencia del Tribunal Supremo de 2003 que utilizaremos como una de las guías argumentativas de este proceso. De hecho, la atribución a Patrimonio del Estado de la resolución de los expedientes administrativos venía determinada por la Ley 43/1998, de 15 de diciembre.

			Estos expedientes, iniciados en enero de 2023, se cerraron, nuevamente de manera desestimatoria para el PNV, el 14 de mayo de 2024, porque los abogados del Estado y los responsables ministeriales de Hacienda no encontraron satisfactoria la documentación de propiedad aportada por el PNV y, tras pedirle nueva documentación al respecto que no fue presentada, dieron por concluidos los expedientes. En esos expedientes el PNV vuelve a recurrir a testimonios y pruebas peregrinas acerca de su propiedad sobre aquellos edificios, tales como las declaraciones ante notario de personajes de aquella época, como el lehendakari Jesús María Leizaola, o de los descendientes de los protagonistas de aquel episodio, como Belausteguigoitia y Gamboa, cuyas hijas declaraban que el dinero para el palacete fue transmitido con esa finalidad entre sus padres respectivos. Y argumentos por el estilo, que de nuevo no convencieron a los expertos de Patrimonio del Estado, tal como había ocurrido en el recurso contencioso-administrativo que se resolvió, como decimos, en la sentencia denegatoria de 2003. Se repetía la historia de veinte años antes.

			

			Y así fue como, una vez desistida la vía de Hacienda, que habría sido la adecuada para determinar de modo fehaciente la propiedad del PNV, tal como determinaba la ley de restitución de 1998, se inició la vía alternativa del Ministerio de Política Territorial y Memoria Democrática, que desembocó en el Real Decreto-ley de 23 de diciembre de 2024. Por tanto, este decreto-ley no fue sino la consecuencia del archivo o cierre del expediente por parte de la Dirección General de Patrimonio del Estado, ante la ausencia de presentación por parte del PNV de documentos sustanciales y fehacientes sobre su pretendida propiedad, igual que había pasado en la petición administrativa de 1998 y en la sentencia del Tribunal Supremo de 2003.

			Dicho Real Decreto-ley tuvo que esperar hasta la sesión del Congreso de 12 de febrero de 2025 para resultar convalidado. Pero entre el primer decreto-ley de 23 de diciembre y su aprobación definitiva de 12 de febrero, conocimos dos elementos clave. Uno el Informe del secretario de Estado, cuya primera aparición en los medios la tenemos registrada en el digital de tendencia gubernamental (sanchista, para entendernos) elDiario.es de 18 de enero de 2025. Luego aparecerá también en El Independiente de 26 de enero de 2025, que es de donde lo hemos obtenido nosotros. Y, por otra parte, una Orden del Ministerio de Política Territorial y Memoria Democrática, de 21 de enero de 2025, para pagar al PNV la compensación por los dos edificios para refugiados en Francia por un importe total de 3.788.004,85 euros.

			Que el palacete cambiara de manos en 1951 y fuera adjudicado por sentencia de un tribunal francés al Estado español, en aquel caso al Estado franquista, en detrimento del Gobierno Vasco que lo ocupaba hasta entonces desde la liberación de París en 1944, no debe despistarnos en nuestra investigación. Que en 1940 fuera confiscado por agentes franquistas apoyados por la Gestapo, tampoco.

			Recordemos lo que explicamos al principio de este trabajo: ese cambio de manos no es lo sustancial aquí. Estaríamos ante un falso silogismo buscado por el PNV para emborronarlo todo. Y este caso era muy aprovechable en términos propagandísticos, por entrar la Gestapo a colación y lo han empleado mucho desde el PNV para deslegitimar la adjudicación de 1951 al Estado franquista.

			En este punto convendría recordar la mezcolanza con la que el Informe del secretario de Estado —en sintonía con la interpretación del nacionalismo vasco— hace del acuerdo Bérard-Jordana, que fue anterior a la invasión nazi:

			Y en ese contexto hay que interpretar los diferentes episodios relacionados con la «legalidad internacional» entre un gobierno de origen golpista como el franquista y un gobierno pro nazi como el de Vichy, los Acuerdos Bérard-Jordana del 25 de febrero de 1939, o decisiones del Tribunal del Sena amparándose en una serie de preceptos legales cuyo marco conceptual y jurídico tenía un claro origen ilegal.9

			Lo que debemos tener claro es que la propiedad en 1940 era del Estado español, aunque fuera bajo el régimen franquista, en tanto que el palacete había sido, tras la segunda escritura, la de 1939, puesto a nombre de la sociedad Finances et Entreprises que había sido financiada desde el principio con fondos del Gobierno de Euzkadi, que era parte del Estado español republicano. Y las sentencias de los tribunales franceses de 1949 y de 1951, dictadas años después del régimen de Pétain y del dominio nazi, en tiempos plenamente democráticos en Francia, no permiten sostener el origen ilegal (o en todo caso inmoral) de la sentencia de 1943, que aquellas sentencias vinieron a ratificar, como ha sido utilizado por la defensa del PNV. Puesto que esa sentencia de 1943 se basaba en los acuerdos Bérard-Jordana, de 25 febrero de 1939, firmados cuando todavía no se había producido la invasión nazi y Bérard, como ya hemos dicho, era un ministro de derecha moderada y liberal y formaba parte de un gobierno de la Tercera República francesa presidido por Edouard Daladier, que era del Partido Radical, de centro izquierda.

			Y cuando se llevó a cabo el desalojo del Gobierno Vasco de la sede de la Avenida Marceau, el 28 de junio de 1951, Francia estaba bajo el régimen de la IV República, de la que era su presidente el socialista Vincent Auriol. El presidente del Consejo de Ministros era Henri Queuille, del Partido Radical Socialista, que también ejercía de ministro del Interior. Y el otro ministerio competente en el caso, el de Justicia, estaba entonces dirigido por René Mayer, también del Partido Radical Socialista.

			Si ahora, en 2024, se hubiera adjudicado el palacete —en lugar de al PNV como ha hecho el Gobierno de Pedro Sánchez— al Gobierno Vasco, ese bien continuaría perteneciendo al Estado español, del mismo modo que el primer gobierno vasco fue un organismo autónomo del Estado español —erigido por las Cortes Republicanas de 1936, al amparo de la Constitución de 1931— y que protagonizó todas las actividades que tuvieron lugar en dicho edificio desde 1936 a 1951, salvo en el interregno del periodo de dominación nazi de París entre 1940 y 1944, y todos los elementos con que contamos nos llevan a concluir que el Gobierno Vasco es el propietario del inmueble desde que se escrituró por primera vez en 1937 a nombre del testaferro Marino Gamboa y se volvió a escriturar luego, en 1939, a nombre de la sociedad Finances et Entreprises. Esta empresa fue la que quedó confiscada con todos sus bienes por el Estado franquista tras la Guerra Civil y la entrada de los nazis en París en mayo de 1940.

			La mejor forma de combatir la Ley 20/2022 de Memoria Democrática y el Real Decreto-ley de 23 de diciembre de 2024, que por vía política han pasado por encima tanto del criterio del Ministerio de Hacienda como de sentencias judiciales firmes tanto de Francia como de España, y a salvo de que nuevas mayorías parlamentarias puedan volver a entrar en un futuro hasta el fondo del asunto, solo puede basarse en una investigación historiográfica, como la que hacemos nosotros aquí, que ponga al descubierto las verdaderas razones y títulos del Gobierno Vasco, o lo que es lo mismo, del Estado español, para haberse hecho con la propiedad del palacete. Y por eso es tan importante que historiográficamente precisemos la forma de abordar la cuestión.

			Pretender que el propietario legítimo del palacete es el Estado español es lo más correcto desde el punto de vista histórico y legal, puesto que el primer ocupante español del edificio fue el Gobierno de Euzkadi de José Antonio Aguirre, pero como existe hoy también un Gobierno Vasco, emanado del Estatuto de Autonomía de 1979 y este a su vez de la Constitución española de 1978, es por lo que decimos que el propietario debe ser el Gobierno Vasco actual, heredero del de 1936 que ocupó por primera vez el palacete.

			Aquel gobierno vasco además era un gobierno plural, integrado por once miembros incluido su presidente o lendakari, de los cuales cuatro eran
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